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dadana y proteccién civil, asi como la
direccidn de las fuerzas y cuerpos de se-
guridad del Estado a estos efectos.

4. Ademds de los subdelegados del
Gobierno, la LOFAGE crea la figura de
los directores insulares de la Adminis-
tracién general del Estado, que podrin
existir en aquellas islas en las que asi se
determine reglamentariamente.

Los directores insulares serdn funcio-
narios nombrados por libre designacién
por el delegado del Gobierno, que de-
penderin jerdrquicamente de éste o del
subdelegado del Gobierno, cuando
exista, y que tendrdn las mismas compe-
tencias que la LOFAGE atribuye a los
subdelegados del Gobierno en las pro-
vincias.

La seccién 3* del capitulo que esta-
mos examinando regula la estructura de
los servicios periféricos de la Adminis-
tracién del Estado y estd encabezada
por un articulo que establece el objetivo
de simplificar, para dar cumplimiento a
los principios constitucionales de efica-
cia y de economia del gasto publico, la
estructura de la Administracién perifé-
rica del Estado, en funcién de las com-
petencias transferidas o delegadas a las
comunidades auténomas.

En este sentido, las delegaciones del
Gobierno se adscriben al Ministerio de
Administraciones Publicas y se prevé
que las delegaciones se organicen en
dreas funcionales, al tiempo que se re-
mite a un Real decreto la regulacién
concreta de la estructura de delegacio-
nes y subdelegaciones.

Por otro lade, todos los servicios terri-
toriales de la Administracién general del
Estado y de sus organismos auténomos
se integran en las delegaciones del Go-
bierno, salvo aquellos casos en que, para
conseguir dar cumplimiento al principio
constitucional de eficacia, sea aconseja-
ble que dependan directamente de los
érganos centrales correspondientes.

Respecto a estos servicios no integra-
dos, el articulo 34 de la LOFAGE se re-
mite a un Real decrero para que regule
su organizacién. Especificamente, el ar-
ticulo 35 dispone que aunque depende-
rdn del érgano central competente so-
bre el sector de actividad en relacién
con el cual desarrollen sus funciones, se
establece una obligacién de colabora-
cién con los delegados y subdelegados
del Gobierno para facilitar la direccién
efectiva de los servicios estarales.

Xavier Bonet

Real decreto ley 7/1997, de 14 de abril, por el que se aprueban los porcentajes de
participacién de las comunidades auténomas en los ingresos del Estado para
el quinquenio 1997-2001 (BOE nim. 90, de 15 de abril del 1997)

I. Introduccién

El art. 13 LOFCA dispone, entre
otras cuestiones, que el porcentaje de
participacién de las comunidades auté-
nomas en los impuestos estatales no ce-
didos debe ser negociado, debiendo en
cualquier caso aprobarse por ley. En
consecuencia, una vez fijados por las

respectivas comisiones mixtas los por-
centajes de participacién que correspon-
den a cada una de las comunidades auté-
nomas, se hace necesaria su aprobacién
mediante una norma con rango legal.
Ordinariamente es la Ley de presu-
puestos generales del Estado a la que co-
rresponde reflejar el resultado alcanzado
en tales comisiones asi como dotar los
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créditos que resulten a favor de cada co-
munidad auténoma por aplicacién de
dichos porcentajes. Sin embargo, tras las
importantes modificaciones legistativas®
introducidas como consecuencia  del
Acuerdo del Consejo de Politica Fiscal y
Financiera (en adelante, ACPFF) de 23
de septiembre de 1996, por el que se es-
tablece el «Modelo para la aplicacién del
sistema de financiacién de las comunida-
des auténomas en el quinquenio 1997-
2001», no fue posible que se recogieran
tales porcentajes de participacién en el
momento de aprobacién de dicha Ley
puesto que hasta entonces las comisiones
no pudieron materialmente reunirse.

Como solucién transitoria, el arc. 82
de la Ley 12/1996, de 30 de diciembre,
de presupuestos generales del Estado
para 1997, se limita en primer lugar a
dorar globalmente un crédito en la sec-
cién 32, destinado a la cobertura finan-
ciera de las entregas a cuenta que deban
efectuarse por aplicacién del nuevo sis-
tema. Se arbitra pot tanto una situacién
transitoria consistente en la concesién
de anticipos de tesorerfa que posterior-
mente son cancelados con cargo a los
créditos finalmente aprobados.

En segundo lugar, en sus art. 83 y 84
se recogen las reglas para determinar la
financiacién en 1997 de las comunida-
des auténomas atendiendo a que hayan
o no aceptado el nuevo acuerdo. Para
aquellas que lo acepten, el art. 83 esta-
blece las reglas para determinar tanto las
entregas a cuenta como la liquidacién
definitiva correspondientes a la partici-

- pacién e ingresos del Estado y la partici-
pacién territorializada del IRPF. Para
aquellas que no lo acepten, se remite

-para la determinacién de las entregas a

cuenta al método anterior aprobado por
el ACPEF, en el que se establecié el
«Método para la aplicacién del sistema
de financiacién de las comunidades au-
ténomas en el quinquenio 1992-1996»
y pata la liquidacién definitiva, aquel
que finalmente hayan acordado las co-
rrespondientes comisiones mixtas.

A su vez, también los art. 83 y 84 de
la Ley 21/1996 determinan como plazo
para el fin de esta situacién transitoria ¢l
dia 28 de febrero de 1997, dado que
éste abarca desde la entrada en vigor de
la Ley orgdnica 3/1996, de 27 de di-
ciembre, y la Ley 14/1996, de 30 de di-
ciembre, hasta el fin del mes siguiente a
la entrada en vigor de ambas.

Pues bien, tras el plazo determinado
por la Ley 12/1996, el Real decreto ley
7/1997, de 14 de abril, cumple con las
funciones que normalmente incumben
a la Ley de presupuestos generales del
Estado diferenciando el régimen juridi-
co de la participacién para las comuni-
dades auténomas que han aceptado el
sistema y aquellas que no lo han hecho.

Para las que han aceptado el modelo,
el art. 1 aprucba los porcencajes de par-
ticipacién en los ingresos tertitoriales
del Estado del IRPF y en los ingresos
generales del Estado para el quinquenio
1997-2001 para aquellas comunidades
auténomas cuyas comisiones mixtas
hayan adoptado como propio el nuevo
modelo de financiacién, asi como se
procede en su art. 2 a dotar los créditos
para realizar las entregas a cuenta que
resulten en la seccién 32 por aplicacién
de dichos porcentajes. A su vez y como
consecuencia del nuevo sistema de fi-

1. En parricular, y como consecuencia de ral acuerdo, s¢ han aprobado la Ley orgénica 3/1996, de
27 de diciembre, de modificacién parctal de la Ley orgénica 8/1980, de 22 de sepriembre, de fi-
nancizcién de las comunidades auténomas, y la Ley 14/1996, de 30 de diciembre, de cesién de
tributos del Estado a las comunidades auténomas y de medidas fiscales complementarias.
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nanciacién, el art. 5 prevé a favor de
esas comunidades auténomas las trans-
ferencias de crédito para dotar las entre-
gas a cuenta por la rarifa autonémica
del IRPF.

En cambio, para aquellas que no lo
han hecho, el art. 5 de este Real decreto
ley determina las entregas a cuenta a
efectuar provisionalmente a favor de
Andalucia, Castilla-La Mancha y Extre-
madura, en cuante no se ha producido
acuerdo alguno por su parte.

A continuacién vamos a analizar con
mds detenimiento rales preceptos.

2. Régimen aplicable para las
comunidades auténomas que han
aceptado el actual modelo de
financiacién

2.1. Tarifa autondmica del IRPF

Tras la modificacién operada en el
régimen juifdico de los tributos ce-
didos, con la aprobacién de la Ley
14/1996, se ha modificado el concepto
de tributo cedido previéndose la posibi-
lidad de una cesién parcial del IRPF a
las comunidades auténomas con la atri-
bucidn de ciertas competencias norma-
tivas en materia de tarifa y deducciones,
con el limite mdximo del 30% para
aquellas comunidades auténomas que
han adaptado como propio el nuevo
modelo de financiacién.

Sin embargo, y hasta que no se haya

producido el traspaso de las competen-
cias en materia de educacién a las co-
munidades auténomas que accedieron a
la autonomia por la via del arc. 143
—traspaso que estd previsto que se
complete en enero de 1998—, se ha op-
tado por ceder el 15% de dicho impues-
to a través del abatimiento de la tarifa
estatal al 85% de los tipos gravamen.
En tl sentido, el arc. 74 de la Ley
18/1991, de 6 de junio, del IRPF, prevé
una tarifa general del impuesto que im-
plica una reduccién global del 15% res-
pecto de la anterior y prevé en su art. 74
bis una complementaria que se apli-
card caso de que las comunidades auté-
nomas no hubiesen aprobado la rarifa
autonémica o no hubieran asumido las
competencias normativas sobre el im-
puesto.

Por tanto, se ha cedido a las comuni-
dades auténomas el porcentaje corres-
pondiente a la recaudacién del IRPF
obtenida en su territorio (art. 2.1.2y 8
de la Ley 14/1996) asi como el ejercicio
de las competencias normativas (art.
13.1 de la Ley 14/1996). Sin embargo,
la competencia de gestién sigue siendo
ejercida por la Administracién eribura-
ria estatal? en virtud del acuerdo terce-
ro, reflejado posteriormente por el art.
14.2% de la Ley 14/1996. Por tanto, en
tltima instancia el tramo autonémico
se traduce en una transferencia presu-
puestaria estatal puesto que es al Estado
a quien corresponde su liquidacién, re-
caudacién, inspeccién y revisién.

2. Una critica vertida contra la inexistencia del ejercicio de las competencias de gestién por las
comunidades aurénomas respecto de este tramo autonémico es la de Garcla Afoveras, J., «La fi-
nanciacién de las comunidades aurénomas...», p. 47, cuando afirma que la corresponsabilidad fiscal
que se prerende a cravés de la cesidn parcial del IRPF deberia implicar también la delegacién por parte

del Estado del ejercicio de tal competencia.

3. Este articule dispone que «la gestién, liquidacién, recaudacisn e inspeccién del impuesto sabre
la renta de las personas fisicas, incluida la parte del mismo cedida a las comunidades aurénomas, as
camo la revisién de los actos dictados en via de gestién de dicho impuesto, se llevard a cabo, en rodo
caso, por los érganos estatales que tengan atribuidas las funciones respectivass.
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Pues bien, tal cuestién es reflejada en
el art. 5 del Real decreto ley 7/1997,
cuando se prevé un crédito global de
548.830.200 millones de pesetas que
sirve para hacer efectivos los anticipos
de tesorerfa que se efectien durante el
gjercicio  presupuestario. Ello es asi
puesto que el importe del rendimtento
recaudarorio sélo puede fijarse una vez
presentadas las declaraciones-liquida-
ciones correspondientes, lo que fuerza
a establecer anticipos en concepto de
entregas a cuenta de la liquidacién de-
finiciva.

2.2. Porcentaje de participacion en los
ingresos territoriales del Estado
para el quinguenio 1997-2001

Tras el ACPFF de 20 de enero de
1992, para el quinquenio 1992-1996,
se puso de manifiesto la conveniencia
de ir sustituyendo la existencia de una
hacienda autonémica nutrida funda-
mentalmente de las transferencias esta-
tales por otra en la que tuviera cabida el
ejercicio de la autonomia financiera de
las comunidades auténomas en la ver-

tiente del ingreso. El resultado final se
produjo con el ACPFF de 7 de octubre
de 1993, por el que aprobé la férmula
de la participacién autondmica en el
15% de la recaudacién liquida territo-
rializada del IRPF.

A pesar de que en su mayorfa la doc-
trina se mostr6 critica durante el periodo
anterior ante la participacién territoria-
lizada por constituir un mecanismo que
dificilmente podia hacer efectiva la co-
rresponsabilidad fiscal® que se pretendia
con su establecimiento, asi como por su
dudosa reconduccién® al art. 13 de ia
LOFCA, el ACPFF de 23 de septiem-
bre de 1996 continda manteniendo la
existencia de la misma, si bien con ca-
rdcter rransitorio, en tanto las comuni-
dades autdnomas no asuman en su tota-
lidad la capacidad normativa respecto
del tramo autonémico correspondiente
al 30% del IRPF.

Sin embargo, segiin el Acuerdo pri-
mero 3.8.1 del ACPFF de 23 de sep-
tiembre de 1996, esta participacién en
los ingresos territoriales del IRPF opera
bajo una denominada «condicién de su-
ficiencia». Ello supone que dnicamente

4. Vid. los comentarios de Casado Ollere, G., «Cuestionario sobre la corresponsabilidad fiscal», en
Perspectivas del Sistema Financiers, 1995, nim. 51, p. 175-176, quien afirma que este mecanismo
wnada tiene que ver con la efectiva asuncién de responsabilidades autondmicas en el terreno fiscal, que
exigiria la arribucién 2 las comunidades aurdénomas de las competencias normativas y administrativas
necesarias suficientes para obtener de sus ciudadanos los ingreses fiscales que hagan posible el pleno
ejercicio de sus competencias materiales. Sin la atribucién a las comunidades autdnomas de poderes y
competencias normativas en materia fiscal (para decidir los ingresos triburtarios que desean obtener de
sus ciudadanos para financiar sus necesidades de gasto), la apelacién a lz corresponsabilidad fiscal no
dejard de ser sino un flarus voci 0, a lo sumo, un mero artilugio verbal para crear orra ilusién fi-
nanciera: la percepcién social de la conexidn entre los ingresos recaudados por el 1RPF y el gasto
autonémicor. Vid rambién Falcén Tella, R., «Cuestionario sobre corresponsabilidad fiscal», de la
misima obra, p. 173, cuando afirma que «dificilmente puede entenderse como un verdadero me-
canismo de corresponsabilidad fiscal, en la medida en que las comunidades autéromas no asumen en
modo alguno el coste politico de establecer un trtbures. En el mismo senrido, lo consideran como un
instrumento que débilmente puede hacer efectiva la corresponsabilidad fiscal Ramallo Massaner, J., y
Zornoza Pérez, |., «Sistema y modelos de financiacién autondmican, Perspectivas..., p. 27, y Solé
Estalella, ]. A., «Introduccién a la corresponsabilizacion fiscal de las comunidades auténomas, HPE,
1992, mim. 22, p. 209 ¥ ss.

5. Vid Ramallo Massanet, ]., y Zornoza Pérez, 1., «Sistema y modelos...», Perspectivas..., p. 39

¥ S5.
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se podrd acceder a este tramo de partici-
pacién cuando ésta sea superior a la re-
caudacién derivada de los tributos cedi-
dos, las tasas afectas a los servicios
transferidos y la tarifa complementaria
del IRPF, dado que dicha participacién
no puede traducirse en excesos de fi-
nanciacién que implique que las comu-
nidades auténomas deban a posteriori
efecruar la devolucién a favor del Esta-
do de aquello que hayan recibido en de-
masfa. A fin de cumplir con dicha exi-
gencia, la participacién territorializada
en el IRPF puede ser modulada del 15%
o verse reducida al 10 o 5% a fin de
cumplir con dicha exigencia.

Como consecuencia de dicha adop-
cién, el art. 1.z del Real decreto ley
7/1997 establece porcentajes diferen-
ciados de participacién que van del 15
al 5% y el art. 2 realiza las oportunas
transferencias de crédito para dotar las
entregas a cuenta en aplicacién del are.
83 de la Ley 12/1996, de presupuestos
generales del Estado para 1997.

2.3. Porcentaje de participacién en los
ingresos generales del Estado

La necesidad de revisién del porcen-
taje de participacién en los ingresos del
Estado se produce como consecuencia
de la aplicacién del art. 13.3 LOFCA
conforme al cual éste se revisard cuan-
do, entre otros supuestos, se produzca la
cesién de nuevos tributos. Ademis,
también cuando hayan transcurrido
cinco afios y el Estado y la comunidad
auténoma asf lo soliciten.

En este supuesto concurren previa-
mente ambas circunstancias; por un
fado se ha producido la cesién de nue-
vos tributos como consecuencia de la
modificacién del art. 11 de la LOFCA
asi como ha finalizado el quinquenio
1992-1996, cuestién por la que el

ACPFF de 23 de septiembre de 1996
procede a establecer el método para la
determinacién de unos nuevos porcen-
tajes.

En este sentido, desde el modelo
transitorio de financiacién, la recauda-
cién derivada de los tributos cedidos se
ha considerado como un ingreso a
cuenta del coste efectivo, restdndose de
éste para determinar el porcentaje de
participacién en los ingresos del Estado.
También con este dltimo ACPFF se es-
tablece que la participacién en los in-
gresos del Estado acria como mecanis-
mo de cierre del sistema. Ello implica
que tan sélo podrd accederse a la pari-
cipacién en los ingresos del Estado
cuando la suma de la recaudacién deri-
vada de los tributos cedidos, y la corres-
pondiente participacién territorializa-
da, no sean suficientes para cumplit con
la restriccién inicial prevista en el punto
3.4 del acuerdo primero conforme a la
cual la comunidad auténoma no puede
percibir menos ingresos que los que
percibfa en 1996 con el anterior sistema
de financiacién.

En suma, la participacién en los in-
gresos generales del Estado actiia para
suplir las necesidades de financiacién
cuando a través del resto de mecanis-
mos del sistema no sea posible.

En consecuentia, el art.1.6 relaciona
los porcentajes de participacién aproba-
dos por las comisiones mixtas. A su vez,
el art. 3 aprueba las transferencias de
crédito que deben efectuarse a favor de
las comunidades auténomas en aplica-
cién de las reglas previstas en el art. 83
de la Ley 12/1996, que prevé que dicho
porcentaje debe aplicarse sobre los in-
gresos presupuestados por ¢l Estado en
1997, por los impuestos directos e indi-
rectos (excluidos los susceptibles de ce-
sién, las cuotas de la Seguridad Social y
las cotizaciones al desempleo). Se sigue
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con ello manteniendo la base a tener en
cuenta a fin de calcular el correspon-
diente porcentaje previsto durante el
anterior quinquenio, si bien la misma
debe ser reinterpretada a a vista de la
actual regulacién del art. 11 de la LOF-
CA que amplia los impuestos suscepti-
bles de cesidn.

3. Régimen aplicable a aquellas
comunidades auténomas que no
han aceptado el modelo

La problemitica que plantea la ine-
xistencia de un acuerdo entre el Estado
y las comunidades auténomas radica en
que nuestro ordenamiento no se ha
ocupado de regular la solucién de los
conflictos entre ambos con motivo de la
fijacién del porcentaje de participacién
en los impuestos estatales no cedidos.

Como decfamos al inicio de nuestra
exposicién, el arr. 13.1 LOFCA exige
que dicho porcentaje deba negociarse
sin prever los procedimientos juridicos
o las vias de solucién en el caso de que la
negociacién no se traduzca en acuerdos
concretos.

Y rampoco puede decirse que el Es-
tado sea quien en tiltima instancia deba
decidir su establecimiento sobre la base
de que el art. 13 de la LOFCA precep-
tda que «en cualquier caso» dicho por-
centaje debe venir establecido por una
ley estatal. Creemos por el contrario
que el hecho de que el porcentaje de
participacién deba ser negociado impi-
de tanto que el Estado imponga dicho
porcentaje como que lo hagan las co-
munidades auténomas.

Por tanro €stamos, €n este SUPUCSIO,

ante un vacio normarivo que es cubier-
to por el art. 84 de la Ley 12/1996, de
presupuestos generales del Estado para
1997, al establecer que la fijacién de las
entregas a cuenta de dicho porcentaje
debe efectuarse conforme al ACPFF
de 20 de enero de 1992, que aprobé el
modelo de financiacién para el quin-
quenio 1992-1996, en sus términos ori-
ginarios, esto es, sin comprender la par-
ticipacién territorializada del IRPF por
el ACPFF de 7 de octubre de 1993,
dado que aquél fue el dltimo procedi-
micnro en el que las partes estuvieron
de acuerdo.

Por tanto, puede extraerse que sola-
mente se puede atribuir la participacién
en la recaudacién territorializada del
IRPF a las comunidades auténomas
cuyas comisiones mixtas hayan adopta-
do como propio el actual modelo de fi-
nanciacién y, consecuentermente, hayan
asumido la competencia para establecer
en su territorio la tarifa complementaria
del IRPF.

En espera de que las correspondien-
tes comisiones mixeas se decanten por el
actual sistena de financiacién o bien
por el anterior, sin incluirse en este su-
puesto la posibilidad de optar por la
participacién territorializada, el art. 4
del Real decreto ley 7/1997, de 14 de
abril, efecria las entregas a cuenta de la
participacién en los ingresos del Estado
para las comunidades auténomas de
Andalucia, Castilla-La Mancha y Extre-
madura, que no han aceprado el nuevo
sistema, con la consecuente interposi-
cién de sus respectivos recursos de in-
constitucionalidad.

Susana Campuzano



